






Por otro lado, he podido constatar que mientras las instituciones encargadas de procesar y 
administras derechos civiles, políticos (electorales) o sociales han evolucionado más o menos 
al ritmo de los cambios mencionados, las instituciones encargadas de garantizar el imperio de 
la ley y la vigencia del estado de derecho no han evolucionado ni al mismo ritmo ni en la 
misma dirección. 

Las imperfecciones del sistema de procuración y administración de la justicia se han ido 
magnificando conforme el desarrollo del país demanda una mayor eficiencia y eficacia en su 
funcionamiento. La incapacidad del sistema para imponer el respeto de la legalidad ha tenido 
como consecuencia la entronización de la impunidad junto con la emergencia de nuevas y 
más sofisticadas formas de corrupción pública. 
A causa de ello, la joven democracia mexicana se ha venido distorsionando, en vez de 
consolidarse, y la función gubernamental ha dejado de cumplir con las respuestas que 
reclama el desarrollo social, económico y cultural del país. 

El problema es ciertamente de índole cultural: a la cultura de la legalidad que ahora 
predomina en la sociedad le falta madurar mucho todavía, además de que aún debe empezar 
a conformar la conciencia pública de las elites políticas y económicas, al menos en la medida 
en que ya lo hace en el resto de la sociedad. Es imprescindible promover la formación de una 
conciencia cívico moral donde la ley, además de la equidad, sea vista como el ingrediente 
básico de la justicia y difundir más profusamente los valores de una cultura de la legalidad 
más genuina. 

Pero me parece que la clave de la problemática mencionada radica juntamente en el tema de 
la autoridad pública. El déficit que se tienen en materia de la vigencia del estado de derecho, 
existen porque no se ha conformado la autoridad pública requerida para corregirlos, porque la 
arquitectura institucional del aparato jurídico no ha tenido las reformas que son necesarias 
para encaminarlo en la dirección correcta. 

Y aquí es donde veo la importancia de la creación del Sistema Nacional Anticorrupción, y en 
lo particular, del Sistema Estatal Anticorrupción en Jalisco. Asumo que es un intento válido 
por empezar en uno de los eslabones más débiles de la cadena, que es, como lo he 
mencionado, el institucional. Es una reforma limitada, pero toca el corazón del problema más 
grave del país, que es el de la corrupción. Si se resuelve este, se puede empezar a resolver el 
de la impunidad. 

Por otra parte, si funciona bien, puede empezar produciendo efectos virtuosos y 
desencadenar las reformas pendientes en materia de justicia. Pero además, puede tener un 
efecto pedagógico, en el sentido de promover, de manera práctica, la cultura de la legalidad y 
la correcta rendición de cuentas en el ámbito públido.  
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CARTA BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD 

Yo Marco Antonio Cortes Guardado ,de nacionalidad mexicana, mayor de 

edad, en pleno uso de mis facultades, y goce de mis derechos civiles y políticos, bajo protesta de 

decir verdad declaro: 

• 

• 

• 

• 

• 

• 

• 

• 

• 

No haber sido condenada/o por delito alguno . 

No haber sido registrada/o como candidata/o ni desempeñado cargo alguno de 

elección popular en los últimos cuatro años. 

No haber desempeñado cargo de dirección nacional, estatal ni municipal en algún 

partido político en los últimos cuatro años. 

No haber sido miembro, adherente o afiliada/o, de algún partido político en los 

últimos cuatro años. 

No haber desempeñado el cargo de secretario de Estado, Procurador General de la 

República, Procurador de Justicia de alguna entidad federativa, subsecretario u 

oficial mayor en la administración pública federal o estatal, Gobernador o Secretario 

de Gobierno o Consejero de la Judicatura, en el año inmediato anterior. 

No ser ni haber sido servidor público de elección popular, titular de las dependencias 

y entidades de la administración pública centralizada y paraestatal federal o estatal, 

o de sus equivalentes en los municipios, titular de algún órgano de gobierno en los

órganos constitucionales autónomos, titular de algún órgano jurisdiccional estatal,

consejero de la Judicatura, subsecretario u oficial mayor de la administración pública

centralizada, paraestatal o su equivalente en algún municipio en el último año.

Que acepto la publicación del puntaje y resultados del proceso de evaluación

realizado por la Comisión de Selección del Sistema Anticorrupción del Estado de

Jalisco

Que acepto la publicación de mi Currículum Vitae y demás documentos que la

Comisión de Selección determine hacer públicos de conformidad con la ley aplicable.

Que acepto los términos de la presente Convocatoria .

Lugar y fecha 


